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Resumen 
En el presente trabajo se abordan, desde una perspectiva necesariamente esquemática da­

das sus caracteristicas, los principales criterios que delimitan y perfilan el sistema de financiación lo­
cal vigente en Espalia, fundamentalmente a través de la referencia a los principios constitucionales 
que configuran el poder tributario de los entes locales en nuestro pals; para ello, partimos de la defini­
ción que da nuestra norma suprema sobre el deber general de contribuir al sostenimiento de las gas­
tos públicos, de acuerdo a la capacidad económica de los ciudadanos, mediante un sistema tributario 
justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad, aunque sin alcanzar carácterconfiscato­
rio. Junto a lo anterior, es necesaria la referencia al principio constitucional de legalidad tributaria, de 
tan trascendentales consecuencias en esta materia; asf como a los específicamente selialados en la 
norma de referencia para el ámbito estrictamente local, tales como la autonomía de gestión y la con­
siguiente autonomía financiara, y la suficiencia de recursos junto a la definición de un sistema mixto 
de financiación, que se nutrirá fundamentalmente de tributos propios, y de la participación en ingre­
sos de otros entes, Estado y Comunidades Autónomas. De todo lo cuál resulta necesariamente el ca­
rácter derivado que tiene, en nuestro país, el poder tributario de las Corporaciones locales, al ser el 
que ha de respetar mas limitaciones en su ejercicio, y sobre todo, de mayor relevancia tributaria. 
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The Spanish System of Local Financing: 
Constitutional PrincipIes That Limit This System 

Abstract 
In this paper we touch on the principal criteria that IImit and give lorm to the Spanish system 01 

local financing, Irom a necessarily schematic perspective due to its characteristics. This is done 
lundamentally through relerence to those constitutional principies that construct tributary powers in 
these local entities in the country. We begin with the delinition 01 the supreme overall norms in 
relerence to the general duty to contribute to the maintenance 01 public expense according to the 
economic capacity 01 each citizen, through a just taxation system inspired by the principies 01 equallty 
and progression, without a confiscation character. Together with this il is necessary lo reler to Ihe 
constilutional principie as lo the legality 01 taxation which is 01 transcendental importance, as well as 
what is specifically referred to with respeet to local authority, such as autonomy 01 action, financial 
autonomy, and the necessity 01 resources together with the delinition 01 a fixed system 01 financing 
which is fed principally lrom taxation, as well as Irom participation in the linancing 01 other agencies 
such as the national government and autonomous communities. AII 01 this points to the need in our 
country fortaxation authority in local corporations, respect lor the limitations in ils usage, and aboye 
all, more taxation relevance. 

Key words: Constitutional principies. financing systems. 

1. Introducción 

El sistema de financiación local 
debe ser incardinado necesariamente 
para su estudio, en el conjunto de entes 
públicos territoriales que forman el Es­
tado español en nuestro caso, para que 
exista un necesario equilibrio entre too 
dos ellos, Estado propiamente dicho, 
Comunidades Autónomas y Corpora­
ciones locales, a la hora de configurar y 
definir su respectivo sistema de obten­
ción de ingresos para hacer frente a sus 
gastos públicos, en aras a dar cobertura 
a los servicios públicos y finalidades de 
interés general de su competencia en 
cada uno de estos casos. Esta idea re· 
sulta evidente, la financiación de cada 
una de esas entidades dependerá, a su 
vez, de la correspondiente al resto, al 

ser lógicamente finito el volumen de los 
recursos económicos a repartir entre to­
das ellas, y coincidi r el contribuyente local 
con el autonómico y estatal, por ser, a su 
vez, el mismo sujeto. 

Lo anterior no cambia, lógicamen­
te, en esencia, por la diferente estructura 
territorial interna en la que se puedan or­
ganizarpolíticamente los diferentes Esta­
dos; puesto que la existencia de más o 
menos entes públicos territoriales dentro 
de un país, entre el propio ente central, 
posibles Estados Federados, entidades 
regionales y corporaciones locales de di­
versa entidad y envergadura, indepen­
dientemente de la denominación especí· 
fica recibida por cada uno de ellos; sólo 
simplifica o, por el contrario, complica 
algo más esa necesaria estructuración Y, 
por ende, el necesario equilibrio en el re­
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parto de competencias y funciones asu­
midas, así como en la distribución y asig­
nación de recursos económicos o fuentes 
de ingresos disponibles para si financia­
ción. 

Concretamente, respecto de la 
situación de nuestro país, parece ha­
ber acuerdo hasta el momento sobre 
que las Entidades locales entre todas 
las posibles, tienen pendiente una ver­
dadera reestructuración en profundi­
dad de su sistema fiscal, una vez cerra­
da de momento, aunque no definitiva­
mente, la financiación autonómica es­
pañola. Dista mucho todavía este ter­
cer nivel, de alcanzar esos números hi­
potéticos de reparto ideal que tanto se 
han manejado y, de manera tan recu­
rrente se han traído a colación en nu­
merosas ocasiones al respecto, con­
sistentes en el 50% aproximadamente 
de recursos para el Estado y, el 25% 
respectivamente, de medios disponi­
bles para las Autonomías y Entes loca­
les, que incluso ya han sido puestos en 
cuestión en nuestro caso, hacia la re­
baja del porcentaje estatal. 

Este diseño fundamental de la es­
tructuración interna territorial de los paí­
ses, en cuanto a la financiación de servi­
cios públicos, necesidades colectivas y fi­
nalidades de interés general, debe partir 
necesariamente en todos los casos, de la 
precisa referencia a la norma suprema o 
cúspide de la pirámide normativa que 
preside el Derecho de cada Estado, en 

nuestro caso la Constitución española de 
1978 como norma superior de nuestro or­
denamiento jurídico; analizando para ello 
los principios, límites y criterios que de­
ben presidir el sistema de financiación lo­
cal, en este caso, que a pesar de su vin­
culación directa a la situación española, 
creemos puede ser ilustrativo en cual­
quier caso, como punto de referencia 
para el análisis detallado y estudio por­
menorizado de otros ordenamientos, da­
das las grandes semejanzas y proximida­
des existentes entre muchos de ellos, 
como es el caso de los correspondientes 
a países tan cercanos y vinculados a 
nuestra trayectoria jurídica y económica, 
como son los hispanoamericanos, y entre 
ellos especialmente Venezuela. 

2. Los principios 
constitucionales de Justicia 
Tributaria 

El arto 31-1!l de la Constitución2
. es­

tablece los principios de justicia tributaria, 
los cuales en realidad son aspectos par­
ciales de un principio general: la justicia fi­
nanciera, plasmada en ese primer párrafo 
respecto de los tributos y, en el siguiente 
en relación al gasto público; de ahí la inter­
conexión entre todos ellos que imposibilita 
un análisis aislado de cada uno, necesi­
tándose relacionar con los demás a la hora 
de su estudio particular. Esos principios no 
son meramente criterios directivos u orien­
tadores del ordenamiento tributario, como 

2 	 "Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 
económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdady pro­
gresividad que. en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio». 
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ocurriría si permaneciesen sólo como 
principios generales del Derecho sin nor­
mativizar; sino por el contrario, conllevan 
auténticas normas jurídicas aplicables y 
además de rango superior, al estar con­
sagrados en la Constitución, por que vin­
culan tanto a los poderes públicos como a 
los ciudadanos, por otro lado, poseen una 
eficacia limitativa material para el legisla­
dor al dictar el resto de normas tributarias. 
puesto que deberá respetarlos al regular 
los tributos que integran el sistema por su 
rango supremo; por supuesto, deben ser 
respetados por los órganos de la Admi­
nistración tributaria en su actuación apli­
cativa del ordenamiento, a la hora de ve­
lar por la aplicación y cumplimiento de los 
tributos, así como por los ciudadanos o 
sujetos obligados a su pago al cumplir 
con sus deberes y obligaciones tributa­
rios e, igualmente podrán alegarse ante 
los Tribunales de justicia, como máximo 
intérprete ante el Tribunal Constitucional, 
si se consideran violentados por el conte­
nido de las normas tributarias ordinarias o 
incumplidos por los órganos administrati­
vos al impulsar su aplicación. 

2.1. La generalidad en el pago de los 
tributos 

Este primer pnnClplO, plasmado 
también en el arto 3 de la Ley General Tri­
butaria (1963) (LGT), lo identificamos en la 

referencia inicial del citado precepto 
constitucional e, implica de entrada que, 
todos los ciudadanos deben concurrir al 
levantamiento de las cargas públicas, to­
dos están llamados al sostenimiento del 
gasto público y para ello deben contribuir 
con el pago de los tributos. En re/ación 
con e/ principio de igualdad, puesto que 
todos deben contribuir por igual y, con el 
de capacidad económica, por suponer 
que no todos deban pagar material y 
efectivamente en todos los casos ni la 
misma cuantía, sino aquellos que mues­
tren su aptitud para contribuir de acuerdo 
a su capacidad y en relación a ella; ya que 
como ha dicho el Tribunal Supremo 
(1986)3,las características de este princi­
pio son la abstracción y la impersonalidad. 

Su esencia está en la exclusión de 
privilegios fiscales injustos desde el plano 
de la Constitución; prácticamente lo que se 
prohíbe es eximir a alguien del pago del tri­
buto privilegiadamente, no la existencia de 
cualquier excepción a/ pago generalizado 
de los tributos por todos, sino de privilegios 
fiscales injustos, no legítimos. Estos se po­
drían llevar a cabo, bien por dejar fuera de 
la definición del hecho imponible del tributo, 
puestos fácticos que son equiparables a los 
contenidos en la misma sin razón objetiva 
fundamentada unos casos nacería el tribu­
to y en otros no, portanto; o bien lo más fre­
cuente, por la vía de las exenciones subjeti­
vas, suponen dejar de pagar el tributo para 

3 	 "La generalidad como principio de ordenación de los tributos... No significa que cada figura 
impositiva haya de afectara todos los ciudadanos. Tal generalidad. características del con­
cepto de Leyes compatible con la regulación de un sector o de grupos compuestos de per­
sonas en idéntica situación. Sus notas son la abstracción y la impersonalidad; su opuesto la 
alusión intuitu personas ...... 
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ciertos sujetos o grupos de ciudadanos 
en todo o en parte, aún habiendo realiza­

do su hecho imponible. 
Luego para saber cuándo se respe­

ta dicho principio y cuándo no, qué excep­
ciones no violan dicho principio de genera­
lidad y cuáles sí, el criterio será sustancial, 
el fundamento jurídico de dicha excep­

ción; si se basa en otro principio de justicia 
tributaria como puede ser el de capacidad 
económica o, en algún principio o criterio 
constitucional en general, que consagre, 
garantice y proteja nuestra norma supre­

ma 4 , no irá contra la generalidad en el 
pago de los tributos, de lo contrario sí. Y 
sin olvidar al respecto, que esa prohibición 

de privilegios fiscales injustos por injustifi­
cados, no opera solamente a nivel indivi­
dual sino también debe tenerse en cuenta 
territorial mente, es decir, entre las distin­
tas Comunidades Autónomas así como 
Corporaciones Locales que forman el 
país, por los límites constitucionales fija­
dos; aunque no lo sean los derechos histó­

ricos forales u otras situaciones específi­
cas que también garantiza la Constitución 
por considerarlas justificadas5. 

2.2. El principio de igualdad tributaria 
La formulación genérica del princi­

pio de igualdad tributaria podría ser que 

los ciudadanos son iguales a la hora de 
contribuir al sostenimiento de los gastos 

públicos, siempre que esa igualdad no 

sea simplemente aritmética o cuantitati­

va; sino que su verdadero alcance exige 
el tratamiento igual entre iguales tanto 
como el trato desigual, entre los desigua­
les, atendiendo precisamente a su capa­

cidad económica o, lo que es lo mismo, 
no permite tratos diferenciados si no se 
basan en situaciones de desigualdad 
real, mientras que por el contrario, los exi­
ge si se dan verdaderas desigualdades. A 
nivel constitucional este principio recibe 
respaldo desde distintos puntos de vista: 
en el arto 1-1 º se recoge como uno de los 
valores superiores de nuestro ordena­

miento jurídico; el arto 9-2º por su parte, lo 
proclama como una situación a alcanzar 
de forma real y efectiva entre los indivi­
duos y los grupos, para lo cuál los pode­
res públicos deben promover las condi­
ciones necesarias; además, el arto 14nos 

dice que ha de ser la regla de tratamiento 

que reciban los ciudadanos en las nor­
mas jurídicas y, el arto 31-1 º finalmente, lo 
regula como uno de los principios de justi­
cia tributaria. 

Como señaló el Tribunal Constitu­
cional (1987) tanto el Art. 31 de la Consti­
tución como el Art. 14 Yel arto 9-2º de la 

4 	 Como por ejemplo, los criterios rectores de la política social y económica (art. 40: pleno em­
pleo, arto 42: retorno de los emigrantes, arto 45: protección del medio ambiente, ...); o la in­
munidad fiscal de agentes diplomáticos y de organizaciones internacionales (art. 96: efica­
cia de los tratados intemacionales y criterio de reciprocidad); o las exenciones a la Iglesia 
Católica yotras Confesiones Religiosas (art. 16: libertad religiosa), junto con otros muchos. 

5 	 Al estar consagrados constitucionalmente por las Disposiciones Adicionales Primera y Ter­
cera los derechos históricos de los territorios formales yel régimen económico y fiscal del ar­
chipiélago canario, respectivamente, y por su Disposición Transitoria Quinta para las ciuda­
des de Ceuta y Melilla. 
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misma, son reflejo de ese valor superior 

del ordenamiento jurídico consagrado en 
su Art. 1, sin embargo, no todos ellos tie­
nen el mismo alcance ni eficacia; mien­

tras el Art. 14 consagra la igualdad ante la 

ley y la interdicción de las discriminacio­
nes por razón de nacimiento, raza, reli­
gión, sexo, opinión, o cualquier otra cir­
cunstancia personal o social, desempe­
ñando por tanto, un papel claramente ins­
trumental, como criterio exclusivamente 
formal en cuanto al reflejo de los ciudada­
nos en la legislación en general; el arto 31 
contempla la igualdad como un criterio 
material de justicia tributaria en este 
caso, que inspira todo el sistema tributa­
rio, la obligación de contribuir al sosteni­

miento de los gastos públicos de forma 
igualitaria. 

En este sentido el Tribunal ha avan­
zado, el derecho a la igualdad tributaria no 
debe ser considerado sólo como formal, 
"igualdad ante la ley", sino además con 
contenido sustantivo, "igualdad en la apli­

cación de la ley". Por este último precepto, 

la diferencia o diversidad no significa siem­
pre y necesariamente discriminación. lo 
que sí sucede en el arto 14; sólo será discri­
minatoria la diferencia de trato que carece 
de fundamento jurfdico suficiente, es decir, 
constitucional. Luego el principio de igual­
dad como inspirador del ordenamiento tri­
butario, aporta el mandato de la prohibición 
de diferencias que resulten discriminatorias 
por infundadas, sobre todo en atención a la 
capacidad económica de los sujetos; el Tri­
bunal Constitucional (1987 y 1988), ha di­

cho que "la realidad social desiguallegiti­
ma el trato claramente discriminatorio (sic) 
arbitrado por la le}'>" que "puede exigir un 

mínimo de desigualdad formal para pro­

gresar hacia la igualdad sustancial». 

2.3. Las exigencias de la capacidad 
económica 

Se suele afirmar tradicionalmente 
que este principio es el más trascendental 
de los principios de justicia tributaria con­
sagrados en el arto 31-1 2 de la Constitu­
ción y, también reflejado en el arto 3 LGT, 
es el principio por antonomasia; también 

se habla de la capacidad contributiva, idea 
utilizada en muchas ocasiones como equi­
valente y que sin embargo implica una 
idea algo diferente. La capacidad econó­

mica supone ante todo la manera de con­
cretar y formular la idea de justicia tributa­
ria, siendo el criterio que preside como vi­
mos el reparto justo de la carga tributaria; 
como ha dicho el Tribunal Constitucional 
(1981, Sentencia nº 27 de 20 de julio) .. la 

capacidad económica, a efectos de contri­
buir a los gastos públicos, significa tanto 

como la incorporación de una exigencia ló­

gica que obliga a buscar la riqueza allí 

donde ésta se encuentre». 
Distinto será la capacidad contributi­

va o aptitud general y previa para contribuir 

de forma abstracta al sostenimiento del 
gasto público y por tanto al mantenimiento 
del propio sistema, que no sólo ni necesa­
riamente se traducirá en una obligación de 
pago, en una prestación pública patrimo­
nial; sino que implica una contribución glo­
bal con todas las prestaciones materiales y 

personales precisas que posibiliten la reali­
zación, el desarrollo del sistema tributario. 
Aunque se traduzca la mayoría de las ve­
ces en el pago del tributo según los medios 
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económicos que se posean; no es eso ex­
clusivamente,lo engloba pero lo supera6

. 

Esta capacidad económica puede 
ser tenida en cuenta por el legislador en 
dos momentos distintos a la hora de esta­
blecer el régimen jurídico de los tributos, 
conocidos respectivamente como: 

a. 	 Capacidad económica absoluta: con­
templada de manera genérica en rela­
ción a toda la colectividad, a las reali­
dades que denotan riqueza; teniéndo­
se en cuenta a la hora de configurar 
los posibles hechos imponibles que 
originan el nacimiento de la obligación 
tributaria. Por lo tanto, nos dirá qué he­
chos y con cargo a qué sujetos, va a 
nacer el tributo, sus elementos objeti­
vo y subjetivo; como consecuencia de 
haber demostrado la idoneidad para 
pagar tributos, lo que se puede haber 
mostrado directa o indirectamente: 
hay hechos que por sí denotan la po­
tencialidad para ser sometidos a tri­
butación, su idoneidad para tributar 
no suscitaría dudas porque es palpa­
ble; son los llamados índices directos 
de capacidad y, son la obtención o 
adquisición de renta y la posesión o ti­
tularidad de un patrimonio. 
hay otros sin embargo, que no son tan 
claros a la hora de ser considerados 
manifestativos de capacidad econó­
mica, son los llamados índices indi­
rectos, que a pesar de no manifestar­

se siempre, necesaria e indudable­
mente como idóneos para tributar, sí 
es cierto que normalmente y en la ma­
yoría de los supuestos lo serán, por­
que normalmente representan una 
cierta tendencia hacia la posesión de 
capacidad económica; tales como la 
circulación o tráfico de bienes, o el 
consumo o gasto de la renta. 

b. 	 Capacidad económica relativa: propor­
ciona el criterio que orienta la fijación 
concreta de la carga tributaria de cada 
sujeto concreto, al operar en el mo­
mento de calcular el importe exacto del 
tributo; determina en cada caso y para 
cada persona, los elementos de cuanti­
ficación de su prestación tributaria, mi­
diendo la cantidad en que se ha mani­
festado su capacidad económica. Será 
el modo de fijar el elemento cuantitativo 
del tributo, y por ello se tiene en cuenta 
al elegir entre los métodos impositivos 
o técnicas tributarias que miden la ma­
nifestación de riqueza de cada hecho y 
sujeto, cuáles van a utilizarse para li­
quidar con ello el importe del tributo. Se 
refieren por tanto a: 

- La naturaleza personal o real del tri­
buto, adaptándose mejor los tribu­
tos personales que los reales a las 
exigencias de la capacidad econó­
mica. 

-	 El carácter objetivo o subjetivo del tri­
buto, lográndose mediante exencio­
nes o beneficios fiscales en general y 

6 	 Caso de la existencia de un mínimo exento, que evita el pago pero no el tener que presentar 
las declaraciones correspondientes, o el soportar las retenciones que procedan, o bien el 
presentar justificantes o pruebas e informaciones sobre otros; o el hecho de tener que prac­
ticar retenciones por el pagador de ciertas rentas para ingresarlas en el Tesoro, que no se 
efectúan con dinero propio sino del sujeto pasivo ... 
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otras medidas desgravatorias, una 

mayor subjetivización del tributo y por 

tanto su mejor adaptación a la capaci­

dad del sujeto. 

La estructura proporcional o pro­

gresiva del gravamen, permitiendo 

más fácilmente un tipo progresivo 

los impuestos personales que los 

reales, más respetuoso con la ca­

pacidad. 


2.4. La progresivldad del sistema 
tributario y su límite: la no 
confiscatoriedad 

El principio de progresividad debe 
ser entendido como la forma a través de 
la cuál conseguir la efectiva igualdad, 
puesto que exige el reparto de lacarga tri­
butaria atendiendo a la capacidad econó­
mica de los sujetos, pero en su forma más 
exigente, más que proporcionalmente, 
progresiva. En la medida que la progresi­
vidad se predica de todo el sistema tribu­
taría en su conjunto y no de cada catego­
ría tributaria aislada, individual; su vigen­
cia y respeto no exige que todos los tribu­
tos tengan que tener necesariamente un 

tipo de gravamen progresivo para que lo 
sea el sistema. 

Pueden existir en nuestro sistema 
perfectamente tributos proporcionales, 
en los que su tipo de gravamen sea un 

único porcentaje proporcional, aplicable 
a todos los supuestos en que resulta exi­
gible, y que no varía a pesar de que cam­
bie el nivel de capacidad económica del 
sujeto al que se aplica; e igualmente pue­
den existir tributos fijos, en los que elle­
gislador establece una misma cuantía en 
términos absolutos para todos los casos 

en que nazca ese tributo, todos pagarán 
igual cantidad o importe porque la realiza­
ción de ese hecho imponible denota 
siempre igual capacidad. 

La progresividad es, por tanto, la 

manera de ser del sistema tributario en su 
conjunto, articulándose técnicamente de 
forma que pueda responder a la consecu­
ción de unos fines que no son estrictamen­
te recaudatorios, sino más bien redistribu­
tivos de la riqueza nacional de la forma 
más justa posible, según los arts. 40-1 2 y 
131-1º de la Constitución7

; será la carac­
terística del sistema tributario, a medida 
que aumenta la riqueza de una persona, 
aumenta su contribución al sostenimiento 
del gasto público en mayor proporción que 
el incremento de su riqueza y, a la inversa, 
conforme disminuye la riqueza de un suje­
to, disminuye su contribución en mayor 
proporción que la disminución de su capa­
cidad que la ha generado. Los que tienen 
más, contribuyen en proporción superior a 
los que tienen menos. 

Artículo 40-1º: «Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el pro­
greso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal mas equita­
tiva, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizará 
una política orientada al pleno empleo». 
Artículo 131-1 2 : .. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general 
para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y 
sectorial yestímuiar elcrecimiento de la renta y de la riqueza y su mas justa distribución ... 
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El Tribunal Constitucional (1981) 
ha dicho que « elsistema justo que se pro­
clama en la Constitución no puede sepa­
rarse, en ningún caso, del principio de 
progresividadnidel principio de igualdad; 
la igualdad que proclama va fntimamente 
enlazada a la capacidad económica y a la 
progresividad, por lo que no puede ser 
simplemente reconducida a los términos 
del arto 14; una desigualdad cualitativa es 
indispensable para entender cumplido 
este principio, precisamente la que se 
realiza mediante la progresividad global 
del sistema tributario alentando la aspira­
ción a la redistribución de la renta ... 

La progresividad es un fenómeno li­
gado al desarrollo de los sistemas tributa­
rios contemporáneos, los cuales asignan 
a la Hacienda pública una función redistri­
butiva de la riqueza además de conseguir 
el ingreso de lo necesario para sufragar el 
gasto público; en esta línea se dice que los 
impuestos directos son más progresivos o 
al menos responden más a la idea de pro­
gresividad, pudiendo desarrollarla mejor 
que los impuestos indirectos; llegándose a 
afirmar que un sistema tributario que re­
caudase más cantidad en concepto de im­
puestos indirectos que directos, debería 
ser considerado regresivo y, viceversa. 

Sin embargo esto no es total y exac­
tamente así: efectivamente, en los im­
puestos directos los cuales se establecen 
sobre los índices directos de capacidad, la 
progresividad es más aparente y palpable, 
más fácilmente aprehensible en su estruc­
tura, puesto que los impuestos directos 
son con más frecuencia o facilidad, tribu­
tos personales y/o subjetivos, que admi­
ten, por tanto, mayormente un tipo de gra­
vamen progresivo; en cualquier caso, in­
cluso la consideración global de sus es­

quemas refleja más claramente la idea de 
progresividad; mientras que los impues­
tos indirectos, basados en índices indi­
rectos de capacidad, responderían en 
principio peor a la progresividad, o al me­
nos de forma menos tangible y contrasta­
ble, porque es más difícil que en su es­
tructura se incorporen tipos impositivos 
progresivos, normalmente son proporcio­
nales, y cualquiera otros elementos en 
general que la reflejen claramente, al ser 
habitualmente reales y/o objetivos. 

No obstante, deben matizarse es­
tas afirmaciones, por no ser exacta ni ne­
cesariamente así en todos los casos: 
quién tiene más capacidad económica 
realmente gasta y consume más, con lo 
que realmente tributará más por figuras 
indirectas; aunque la correlación no sea 
tan lineal como en los impuestos directos 
entre aumento de renta y de tributación, 
por las distorsiones que pueden suponer 
la existencia de bienes de primera nece­
sidad o, la influencia de otros factores, 
ajenos sobre los hábitos de consumo, 
pero genéricamente se puede decir que 
suele ser asfy en cierta forma lo es. Tam­
bién los impuestos indirectos admiten, al 

menos en ciertos casos, tipos de grava­
men variables aunque no sea esto exac­
tamente fijarlos como progresivos; como 
establecer por ejemplo tres tipos de gra­
vamen para el IVA español (16% como 
normal y, dos reducidos, el 7% yeI4%). 

Luego hoy día puede negarse que 
los impuestos directos sean siempre y 
necesariamente más progresivos que los 
indirectos en todos los casos, incluso a 
veces puede ser a la inversa, porque la 
progresividad no es sólo cuestión numéri­
ca, del tipo de gravamen, también se pue­
de favorecer con otro tipo de medidas fis­
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cales como beneficios fiscales, diferen­
ciaciones de régimen aplicable, casos 
particulares...; yen cualquier caso, la que 
es exigida por nuestra Constitución como 
principio de justicia tributaria, debe ir 
siempre y en todo caso referida al siste­
ma tributario en su conjunto, al conjunto 
de tributos vigentes. 

Sabemos además que la progresi­
vidad encuentra un límite concreto aun­
que difícil de precisar en el propio arto 
31-1º de la Constitución, la no confiscato­

riedad, al afirmar que nuestro sistema tri­
butario para ser justo, nunca podrá alcan­
zar carácter confiscatorio, no podrá tener 
dicho alcance; partimos del concepto de 
la Real Academia de la Lengua Española 
sobre el verbo confiscar, adaptándolo al 
tema de referencia, siendo así entendido 
apriorísticamente como "la privación a 
una persona de sus bienes para aplicar­
los al fisco", Se ha dicho por algunos au­
tores como consecuencia de ello, que la 
confiscatoriedad de un tributo supondría, 
tener que vender los bienes o enajenar 
los servicios o derechos sobre los que re­
cae para hacer frente a su pago; aunque 
sería discutible si efectivamente es ése 
su significado, sin embargo está claro 

que no lo es estrictamente para este 
caso, porque debe establecerse respecto 
de todo el sistema tributario, al igual que 
la progresividad a la que limita y, no para 
cada figura concreta. 

Sin embargo, al menos aporta di­
cho argumento una idea interesante, que 
surge poniendo en conexión el derecho a 
mantener la propiedad privada y a trans­

mitirla mediante la herencia, que protege 
el arto 33-1º de la Constitución8 con la no 
confiscatoriedad. Podríamos entender 
que un sistema tributario llegaría a ser 
confiscatorio, si su aplicación conlleva la 
efectiva destrucción del patrimonio total 
de los sujetos, tal como estaba antes de 
la entrada en vigor de dicho sistema; en 
relación con su situación preexistente y 
como consecuencia directa de la nueva 
contribución a las cargas públicas. De ahí 
que supone en definitiva un límite a la fa­

cultad impositiva del ente público, al esta­
blecer y regular el deber de contribuir; de­
berá procurar la redistribución equitativa 
de la riqueza, pero respetando el derecho 
a la propiedad privada y la herencia. 

El Tribunal Constitucional (1990) 
ha dicho que .. en materia fiscal, la confis­
cación no supone la privación imperativa, 
al menos parcial, de propiedades, dere­
chos patrimoniales o rentas sin compen­
sación, ya que este tipo de privación o 
exacción es, en términos generales, de 
esencia al ejercicio de la potestad tributa­
ria y al correlativo deber de contribui,...; si 
capacidad económica significa la exigen­
cia lógica de buscar la riqueza allí donde 
se encuentra, «cabe añadir ahora que la 
prohibición de confiscatoriedad supone 
incorporar otra exigencia lógica que obli­
ga a no agotar la riqueza imponible -... 50 

pretexto del deber de contribuir... lo que 
se prohibe no es la confiscación, sino jus­
tamente que la imposición tenga "alcance 
confiscatorio", es evidente que el sistema 
fiscal tendrá dicho efecto si mediante la 
aplicación de las diversas figuras tributa­

8 "Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia... 
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nas vigentes, se llegara a privar al sujeto 
pasivo de sus rentas y propiedades». 

2.5 legalidad tributaria 

El principio de legalidad tributaria 
también se recoge en la ConstituciÓn, 
aunque en otros preceptos; es el principio 
formal de justicia tributaria, que regula las 
relaciones entre las normas primarias, o 
leyes, y las secundarias, o reglamentos, a 
la hora de establecer y regular el sistema 
tributario y el deber de contribuir al soste­
nimiento del gasto público. En la actuali­
dad, ha perdido su primer fundamento ex­
clusivamente garantista que entroncaba 
con el llamado principio del "consenti­
miento del impuesto", como garantía o li­
mitación a los poderes públicos frente a 
su posible intromisión en la esfera indivi­
dual de la libertad, y sobre todo propiedad 
privada de los ciudadanos; respondiendo 
en la actualidad esencialmente a un fun­
damento democrático del tributo, que le 
dota de una base solidaria en el Estado 
de Derecho en que nos encontramos, en 
aras a la redistribución de la riqueza que 
también proclama nuestra norma supre­
ma como hemos visto. 

Está al servicio de un interés colec­
tivo, podríamos decir asegurar la demo­
cracia al establecer las vías de reparto de 

la carga tributaria, a través del órgano 
que mejor asegura la confluencia de inte­
reses contrapuestos en dicho reparto, 
dada su composición y funcionamiento; 
al estar formado por los representantes 

de los ciudadanos legítimamente elegi­
dos, las Cortes Generales son las que tie­
nen potestad legislativa y dotan de esa le­
gitimidad democrática a todo el sistema 
tributario vigente. El deber de contribuir a 
las cargas públicas ha dejado de ser una 
exigencia necesaria pero odiosa, restric­
tiva, molesta del Estado; para convertirse 
en la base o sostén fundamental y nece­
sario de nuestro Estado del bienestar, re­
distributivo de la riqueza y que fomenta la 
justicia económica y la solidaridad social. 

Es el arto 31-3º de la Constitución9 

el que establece propiamente la reserva 
de ley para el establecimiento de todas 
las prestaciones de carácter público; tan­
to patrimoniales, caso de la creación y re­

gulación sustantiva básica de los tributos, 
como personales, entre las que habrá de­
terminados deberes de comportamiento 
de los sujetos en torno al cumplimiento de 
los tributos. Abarca esta reserva de ley tri­
butaria según el Tribunal Constitucional, 
como vamos ver, a la creaciÓn o estable­
cimiento de un nuevo tributo, junto con su 
régimen jurídico fundamental, es decir, la 
regulación de sus elementos esenciales y 
básicos tanto materiales como procedi­
mentales. 

De lo anterior podemos concluir 
que según la ConstituciÓn, la reserva de 
ley tributaria supone que el estableci­
miento de cualquier tributo deberá hacer­
se por ley; el significado de establecerlo o 
hasta dónde alcanza esta reserva de le­
galidad, según el Tribunal Constitucional 
abarca la creación de un tributo nuevo, 

"Sólo podrán establecer prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con 
arreglo a la ley". 
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junto con la regulación de los elementos 
básicos o esenciales que lo definen y 
configuran; pero el Tribunal no los ha con­
cretado, por lo que deben deducirse de 
una interpretación sistemática de nuestro 
ordenamiento. Parece que pueden identi­
ficarse con los elementos que afectan a la 
existencia y cuantía del tributo, es decir, 
las circunstancias que definen la identi­
dad objetiva y subjetiva: hecho imponible 
y sujetos pasivos, y la entidad del mismo: 
base tributaria, tipo de gravamen y cuota 

tributaria; junto con una serie de deberes 
de comportamiento o exigencias de con­
ducta a los interesados en la aplicación 
de los tributos, que son verdaderas pres­
taciones personales públicas 10. 

Si a esto unimos lo que se afirma 
cada vez por más autores referido a los 
elementos esenciales del procedimiento 
aplicativo del tributo, sus bases estructu­
rales, las cuales estarían cubiertas por el 
principio de legalidad (art. 105,c) de la 
Constitución11, en tanto que la configura­

ción de dicho procedimiento produce 
consecuencias sustantivas en el resulta­
do aplicativo del tributo 12; junto con esos 
deberes de colaboración o de comporta­
miento, que como exigencias de conduc­
ta en el desarrollo del procedimiento de 
gestión aplicativo del tributo, tienen natu­
raleza jurídica de prestaciones persona­
les de carácter público que por el arto 
31-39 Const. también se somete su esta­
blecimiento a la reserva de ley. 

Por su parte, el arto 133-1 2 Y 22 de la 
Constitución13 hace un reparto del poder 

tributario entre los distintos entes públi­
cos, diferenciando entre originario para el 
Estado y el que no lo es, para Comunida­
des Autónomas y Corporaciones locales, 
claramente derivado en este último caso; 
al exigir una ley para que el Estado, así 
como las Comunidades Autónomas y 
Corporaciones locales, puedan estable­
cer y exigir tributos de acuerdo a la Cons­
titución en el primer caso y, a ésta y las le­
yes también en el segundo. Por tanto, el 

10 	 Sólo por citar algún ejemplo el deber de declarar y de autoliquidar, tan generalizado en 
nuestro sistema; de llevar yconservar libros de contabilidad y registros; de presentar docu­
mentos, justificantes, datos ... que sean requeridos; de permitir la comprobación e investiga­
ción de su situación tributaria; de aportar informaciones sobre otras personas con las que se 
tienen relaciones económicas ... 

11 	 « La ley regulará: ... e) El procedimientoa través del cuál deben producirse los actos adminis­
trativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia al interesado». 

12 	 Baste pensar en el diferente resultado de deuda tributaria para una persona, según se le 
aplique el régimen de determinación directa de su base tributaria, o por el contrario el de es­
timación objetiva por signos. índices o módulos; o las diferencias entre aplicar a la unidad fa­
miliar la tributación conjunta o separada, a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Perso­
nas Físicas; sólo por citar dos ejemplos con parangón en bastantes sistemas tributarios, sal­
vando las distancias, naturalmente. 

13 	 "La potestad originaria para establecer y exigir tributos corresponde exclusivamente al Es­
tado, mediante ley>. así como "Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales 
podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes», respectiva­
mente. 
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poder originario para establecer tributos 

es exclusivo del Estado mediante ley, los 
otros dos entes públicos podrán estable­
cer y exigir tributos de acuerdo a la Cons­
titución y las leyes; teniendo las Corpora­
ciones locales como límites constitucio­
nales básicamente los principios de justi­
cia tributaria y, como límites legales, los 
contenidos en la Ley de Haciendas Loca­

les de 1988 (LHL). 

3. La delimitación 
constitucional del poder 
tributario local 

La propia Constitución garantiza 
igualmente la autonomía política de las En­
tidades locales en varios de sus preceptos, 
losarts. 137, 140y142, ydeestaforma, re­
conoce autonomía a las Corporaciones lo­
cales para gestionar sus propios intereses 
generales, lo que a su vez requiere para ser 
efectiva, de cierta autonomía financiera 
para la gestión de sus ingresos y gastos pú­
blicos; aunque no tenga la capacidad de 
configurar libremente su sistema financiero 
en cuanto a los ingresos, pero sí en cuanto 
a los gastos, consagrando no obstante que 
habrán de ser suficientes. 

3.1. La autonomía local para la 
gestión de sus intereses 

Efectivamente, el arto 137 de fa 
Constitución14 establece que el Estado 

se organiza territorialmente en munici­

pios y provincias, así como en las Comu­
nidades Autónomas que se constituyeran 
a partir de la misma, y que todas esas en­
tidades gozan de autonomía para la ges­
tión de sus respectivos intereses; consa­
grando el principio de autonomía local 
para la gestión de sus funciones, junto 
con los demás entes públicos territoriales 
mayores. Concretamente a nivel local, 
para el ámbito municipal se ve completa­
do por el arto 140 de la Constitución, que 
garantiza la autonomía de los municipios, 
que gozan de personalidad jurídica plena 
y cuyo gobierno y administración corres­
ponde a sus respectivos Ayuntamientos 
integrados por el Alcalde y los Concejales 
elegidos; así como para el provincial por 
el arto 141-2º de la Constitución, que en­
comienda el gobierno y administración 
autónoma de las provincias a las Diputa­
ciones o Corporaciones de carácter re­
presentativo. 

Porsu parte, la Carta Europea de la 
Autonomía Local15

, que nace con una 
cierta vocación de convertirse en denomi­
nador común subyacente a los distintos 
ordenamientos nacionales de los Esta­

dos miembros en la materia, como una 
especie de "Constitución Europea Local" 
podríamos decir; define a la autonomía 
local en su arto 3-1 º como"el derecho y /a 
capacidad efectiva de las Entidades Lo­
ca/es de ordenar y gestionar una parte 

14 	 .. El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades 
Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión 
de sus respectivos intereses,.. 

15 	 Fechada en Estrasburgo el 15 de octubre de 1985 y ratificada por España el 20 de enero de 
1988, a partir de lo cuál tiene condición y rango de Ley estatal. 
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importante de los asuntos públicos en el 
marco de la Ley, bajo su propia responsa­
bilidad y en beneficio de sus habitantes,,; 
sentando un poco mas adelante, concre­
tamente en el párrafo tercero del precep­
to siguiente, el principio de subsidiarie­
dad también llamado de proximidad, al 
declarar que "el ejercicio de las compe­
tencias públicas, debe de modo general 
incumbir preferentemente a las autorida­

des mas cercanas a los ciudadanos". 

3.2. Su consecuencia: la necesaria 
autonomía financiera 

Lo anterior se ve complementado 
como anticipábamos a nivel de sus res­
pectivas Haciendas por el arto 142 tam­
bién de la Carta Magna 16, que establece 
además el principio de suficiencia de re­
cursos para el desempeño de las funcio­
nes que la ley atribuye a las Corporacio­
nes locales; nutriéndose fundamental­
mente de tributos propios, junto con la 
participación en los ingresos del Estado y 
de las Comunidades Autónomas como 
vamos a ver. Por tanto, dicha autonomía 
polftica de los municipios y provincias de­
termina que las Haciendas locales res­
pectivas deberán disponer de los medios 
económicos que precisen para el desem­
peño de las funciones que la ley les atri­
buye, al consagrar este arto 142 de la 

Constitución también la autonomía finan­
ciera local; dado que para la plena yefec­
tiva autonomía de gestión es imprescindi­
ble, al menos, una cierta autonomía fi­
nanciera que no le haga depender de los 
recursos que le concedan otros entes, ni 
de la autorización de los mismos para de­
cidir los gastos a efectuar. 

De esta forma, se reconoce auto­
nomía a las Corporaciones locales para 
gestionar sus propios intereses genera­
les, lo que a su vez requiere como deci­
mos para ser real y efectiva, de una cierta 
autonomía financiera para la gestión de 
su sistema de ingresos y gastos públicos; 
aunque no tengan la capacidad de confi­
gurarlo libremente en cuanto a los ingre­
sos, como vamos a ver fundamentalmen­
te en cuanto a sus propios tributos, pero 
sí básicamente en cuanto a los gastos, 
consagrando no obstante que habrán de 
ser en todo caso suficientes para hacer 
frente a estos últimos 17. 

3.3. El principio de suficiencia de 
recursos 

Partiendo como ya hemos dicho 
del principio de autonomía política, ga­
rantizado por la Constitución a los Entes 
locales básicos, el arto 142 de la Constitu­
ción completa además esa autonomía en 
las decisiones sobre la gestión de sus in­

16 	 "Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de 
las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamental­
mente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autóno­
mas". 

17 	 En este sentido. se puede ver la argumentación que ha hecho el Tribunal Constitucional en 
su Sentencia 4/1981. de 2 de febrero. 
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tereses respectivos, estableciendo que 
las Haciendas locales deberán disponer 
de los medios suficientes para el desem­
peño de las funciones que la ley atribuye 
a las Corporaciones respectivas; y el arto 
133-2º de la Constitución por su parte, 
que reconocía poder tributario a las Cor­
poraciones Locales en general (junto a 
las Comunidades Autónomas como he­
mos visto), es una de las formas funda­
mentales de asegurar su autonomía fi­
nanciera, además de esta suficiencia de 
recursos a que nos referimos. 

La referencia a ese principio funda­
mental de suficiencia financiera en cuanto 
a los recursos en relación a sus gastos, 
debe entenderse con dos significados; en 
primer lugar, internamente para la Corpo­
ración debe suponer una adecuación en­
tre los ingresos o medios económicos de 
los que dispone para su empleo y, los gas­
tos o fines para los cuáles están destina­
dos; es decir, que sean bastantes en 
cuantía los recursos percibidos, para le­
vantar todas las cargas públicas que le re­
porta a la entidad local dar cobertura a 
esos intereses propiOS que debe atender y 
gestionar, en el ámbito de sus competen­
cias, desarrollando todas las actividades y 
prestando todos los servicios que requiera 
la consecución de sus funciones, fines y 
necesidades de interés general. 

Pero no se limita a ello la suficien­
cia de recursos, sino que además desde 
la perspectiva extema de las relaciones 
con los otros entes públicos donde se in­
tegra, deben respetarse tanto por el Esta­
do como por la Comunidad Autónoma 
respectiva, los medios económicos que 
precisan para su autonomía de gestión 
las Corporaciones locales, manifestán­
dose en las leyes que fijen sus participa­
ciones en los ingresos de estos entes que 
atribuyan a dichas Corporaciones ciertos 
tributos o. acoten el espacio en que pue­
dan establecerlos 18; no debiendo dificul­
tar. restringir ni limitar la efectividad de su 
autonomía financiera, porque equivaldría 
realmente a cercenar las posibilidades de 
decisión y sobre todo actuación. sobre 
esas funciones y necesidades en las que 
la entidad local plasma sus intereses ge­
nerales gestionándolas a su criterio. 

Cuando tengamos ocasión de re­
pasar algo más adelante el cuadro gene­
ral de ingresos de los que disponen y. 
veamos su régimen jurídico general muy 
a grandes rasgos (pues la naturaleza de 
este estudio no nos permite mayores pro­
fundizaciones); podremos comprobar no 
obstante esa dificultad de cumplimiento 
en alcanzar un volumen de recursos ade­
cuado a las funciones que deben cubrir. 
no sólo por el carácter mixto de su siste­

18 	 Se plasmará especialmente como fuentes principales de su financiación, a través de los 
presupuestos que fijan las participaciones de las Entidades Locales en los ingresos del Es­
tado, ya que como vamos a ver aún no se ha puesto en marcha su participación en los ingre­
sos de la Comunidad Autónoma; así como en las leyes estatales o en su caso autonómicas, 
que creen los tributos propios de aquéllas y establezcan los límites de su aplicación, entre 
los cuáles cabe destacar la posible fijación de beneficios fiscales, que no obstante exige en 
el primer caso fórmulas de compensación según el arto 9-22 LHL que veremos, precisamen­
te para respetar esa suficiencia de recursos. 
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ma de financiación que también veremos, 
sino sobre todo por las fuertes limitacio­
nes que deben respetar en el ejercicio de 
su poder tributario en concreto; teniendo 
en cuenta que hoy día la principal fuente 
de ingresos públicos para cualquier ente 
de esta naturaleza (alejados ya los tiem­
pos de una Hacienda patrimoniaI19

), son 
sin ninguna duda los tributos propios. 

Lo anterior se ve completado con el 
arto 9-22 LHL, por el cuál las leyes que esta­
blezcan los beneficios fiscales que afecten 
a los tributos locales, deben determinar las 
fórmulas de compensación que procedan, 
teniendo en cuenta las posibilidades de 
crecimiento futuro de los recursos de di­

chas entidades procedentes de los tributos 
respecto de los cuáfes se establezcan los 
mencionados beneficios fiscales; quedan­
do igualmente obligado el Estado a arbitrar 
las fórmulas de compensación o anticipo 
que procedan en favor de la entidad local 
respectiva, cuando otorgue moratorias o 
aplazamientos en el pago de los tributos fo­
cales a alguna persona o entidad. 

4. Principales límites al poder 
tributario local 

Como ya hemos señalado con an­
terioridad, el principio de legalidad es pri­

mordial en cuanto al establecimiento y la 
regulación de los elementos esenciales, 
básicos y fundamentales de los tributos, 
por las exigencias de los arts. 31-32 y 
133-1 Q Y 22 de la Constitución; a pesar de 
lo cuál, nuestro sistema jurídico constitu­
cional sólo ha permitido que dos de los 
tres entes públicos, a los cuáles se les re­
conoce pOder tributario por la norma su­
prema, tengan la facultad normativa de 
poder dictar leyes a través de sus respec­
tivos órganos legislativos, el propio Esta­
do a través de las Cortes Generales y, las 
Comunidades Autónomas, a través de 
sus Parlamentos regionales. 

y junto a ello, igualmente para dos 
de esos mismos entes públicos con poder 
para organizar su sistema de ingresos y 
gastos públicos, en este caso las Comu­
nidades Autónomas y las Corporaciones 
locales, se fija constitucionalmente un 
sistema mixto de financiación; puesto 
que no solamente van a poder disponer 
de ingresos propios para financiar sus 
gastos públicos, sino además también, 
de ingresos percibidos de otros entes pú­
blicos que, concretamente en el caso de 
la Hacienda local, constituyen un volu­

men recaudatorio muy importante en sus 
recursos disponibles. Por ambos moti­
vos, se ve fácilmente que la posición que 

19 	 En este sentido es importante destacar, no obstante, que hay un cierto retorno pendular po­
dríamos decir, hacia los ingresos patrimoniales como una fuente de recursos de cierta rele­
vancia, sin alcanzar por supuesto a los tributarios; con las nuevas formas de gestión y parti­
cipación de los entes públicos en general, tanto en empresas como sociedades, organismos 
etc. de distinto carácter (comercial, industrial, mercantil), que proporcionan pingües benefi­
cios económicos, quizá en parte por guiarse por criterios gerenciales privados, o por carecer 
en gran medida de los controles y requisitos de gestión de los cosa pública en su sentido 
mas clásico, o por regir otro tipo de relaciones laborales y de personal de alta dirección, o por 
otros muchos motivos a la vez difíciles de precisar aqur. 
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tienen las Entidades locales en nuestro 

sistema está bastante más limitada en su 
ejercicio que la reconocida a los otros en­
tes públicos mayores, resultado del dise­
ño constitucional de su poder financiero y 
tributario. 

4.1. El carácter mixto de financiación 

Retomando el citado arto 142, por 
mandato constitucional las Haciendas lo­
cales deben disponer de los medios sufi­
cientes para el desempeño de las funcio­

nes que la Ley atribuye a las Corporacio­
nes respectivas, nutriéndose fundamen­
talmente de tributos propios junto a la par­
ticipación en los ingresos del Estado y de 
la Comunidad Autónoma a la que perte­
nezcan; por tanto, generalizando el cua­
dro descrito de recursos disponibles al no 
ser una enumeración cerrada sino ejem­
plificativa, se dibuja un sistema integrado 
de recursos propios fundamentalmente tri­
butarios y, de recursos ajenos o participa­
dos, en los de otros Entes públicos mayo­
res en los que se integra. O dicho en otros 
términos, un sistema mixto de financiación 
en cuanto al origen de los recursos que lo 

nutren, lo cuál va a dificultar en gran medi­
da la consecución del otro gran principio fi­
nanciero local englobado en el anterior 
precepto constitucional, la suficiencia de 
recursos para cumplir las funciones que la 
Ley les atribuye; al depender sus ingresos 
en gran medida de los recursos y medios 
económicos que decidan asignarle esos 
otros entes públicos mayores, y no dispo­
ner exclusivamente de sus propios recur­
sos que ella misma se hubiera creado y re­
gulado, dentro de los que destacan los tri­

butos propios, donde está fuertemente li­
mitado a su vez su poder de estableci­
miento, por la ausencia de potestad legis­
lativa como vamos a ver. 

La realidad de los últimos anos en 
nuestro país, que no ha supuesto real­
mente cambio alguno respecto a épocas 
pasadas; viene caracterizada a este nivel 
por una marcada dependencia de la Ad­
ministración central fundamentalmente, 
junto a la escasez de recursos propios y 
las dificultades de obtención de los aje­
nos. Ya resulta clásica la calificación acu­
ñada al respecto por la práctica totalidad 
de los estudiosos dedicados al tema e, in­
cluso por los intervinientes directos en el 
proceso legislativo, que la va marcando 
(a la hora de justificar algunas de las nor­
mas promulgadas con la finalidad primor­
dial de paliarla), sobre la endémica situa­
ción deficitaria de la financiación local. Y 
esa precariedad financiera, que choca 
frontalmente con el principio constitucio­
nal de suficiencia, precisamente obedece 
en gran medida al otro gran principio acu­
ñado paralelamente como hemos visto; 
un sistema mixto de recursos, que nave­
ga entre la pura y simple transferencia de 

fondos, que podría garantizar en mayor 
medida aquella bastantía (pero pagando 
la costosa pérdida de autonomía de deci­
sión y gestión consiguientes); y la crea­
ción de una tributación local propia, en 
sentido estricto, protagonizada por cada 
Corporación en función de su capacidad 
gravatoria, que hoy día faltaría al respeto 
del principio de legalidad tributaria si lo 
entendemos en su sentido ortodoxo y tra­
dicional, y que habría de vigilarse de cer­
ca por los órganos encargados de ello, 
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para que no rompiera el también principio 
constitucional de solidaridad2o. 

Partiendo de esa referencia ge­
nérica vista que hace la Constitución a 
los tributos propios y a la participación 
en los ingresos de los otros entes públi­
cos como principales fuentes de finan­
ciación local; la Ley de Haciendas Lo­
cales establece en general21 los recur­

sos de las Haciendas respectivas en el 
arto 2-1!! LHL, que por tanto vamos a rea­
grupar en los dos grandes ámbitos referi­
dos que llevan a calificar como mixto su 
sistema de ingresos, aunque sin poder 
entrar a desarrollar su régimen jurídico 
fundamental, dado que se excedería con 
creces la finalidad y extensión requeridas 
de este trabajo. 

20 	 No creemos que necesariamente deba entenderse roto el principio constitucional de legali­
dad tributaria, cuyo arranque entronca con la misma exigencia para el establecimiento de 
toda prestación de carácter público (art. 31-3º), a la vista del alcance relativo que le ha otor­
gado el propio Tribunal Constitucional en su Sentencia 185/1995, de 14 de diciembre, sobre 
los precios públicos, creemos que acertadamente; puesto que en su concreción distributiva 
entre los diferentes entes públicos a los que le reconoce poder tributario la misma norma su­
prema (art. 133-1 Q Y 22), coloca en pié de igualdad al menos en la literalidad del precepto, a 
las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales; si bien es cierto que privando a 
éstas de capacidad legislativa por otros preceptos constitucionales, sobre lo que segura­
mente tendremos ocasión de volver mas detenidamente en el presente trabajo. 
A mayor abundamiento, todavía menos necesariamente ha de romperse la solidaridad en­
tre todos los espaf'ioles (arts. 2 y 138-1º), tras el debate abierto en relación al nuevo sistema 
de financiación autonómico para las Comunidades de Régimen General, y la tradicional 
postura que viene adoptando en su interpretación el mismo Tribunal antes y sobre todo, 
después de dicha reforma; pues la Constitución garantiza igualmente autonomía a los muni­
cipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses (arts. 137, 140 Y 142), Y si no 
trata con mayor detenimiento las competencias y funciones a las que pueden y deben aten­
der, frente a lo propio respecto a dichas Comunidades Autónomas (baste como muestra el 
largo listado del arto 148, entre otros muchos preceptos mas específiCOS), es precisamente 
por la tradición de aquéllos en nuestra estructura territorial, frente al surgimiento de estas úl­
timas precisamente con su creación a través de la Constitución espaf'iola de 1978. 

21 	 En general, los ingresos recogidos de las distintas Entidades locales permitidas por nuestro 
sistema, son los mismos vistos en el arto 2 LHL al que se remiten con ciertas singularidades; 
sin embargo, existen algunas matizaciones para cada una de las diferentes Corporaciones, 
reflejadas en los preceptos que la misma Ley les dedica respectivamente, y que vamos a re­
flejar a continuación aunque muy resumidamente: 
arts. 57 y ss. para los Municipios: destacar la distinción entre los impuestos obligatorios (Im­
puesto sobre Bienes Inmuebles -IBI-, Impuesto sobre Actividades Económicas -IAEe Im­
puesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica -IVTMo de Circulación como se le conoce 
abreviadamente) y optativos (Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras -ICIOy 
Plusvalía como aún se le denomina muchas veces al Impuesto sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana -IIVTNU-) de los Ayuntamientos que los gobiernan, al 
disponer de todos los recursos locales vistos; 
rts. 121 Yss. respecto de Provincias: destacando en este caso como en todos los demás, 
que como tributos propios no pueden establecer impuestos, y tienen fijado las Diputaciones 
un recargo provincial sobre eIIAE; 
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4.1.1. Recursos propios 
fundamentales: sus tributos 

En ese cuadro general de ingresos 
fijado por el precepto citado, encontra­
mos como recursos financieros de carác­
ter propio los siguientes: 
a. 	 Los ingresos procedentes de su patri­

monio y demás de derecho privado: 
Vienen regulados en los arts. 3 y si­
guientes LHL, y engloban los rendi­
mientos o productos de cualquier na­
turaleza derivados del patrimonio de 
las Entidades Locales así como las 
adquisiciones a título de herencia, le­
gado o donación. 

b. 	 Los tributos propios: Tasas, contribu­
ciones especiales, impuestos; así 
como los recargos exigibles sobre im­
puestos de las Comunidades Autóno­
mas o de otras Entidades locales: 
La regulación bastante mas extensa 
de este recurso comienza en el arto 6 
LHL con una serie de normas genera­
les sobre los primeros, continuando 
con el régimen jurídico sobre imposi­
ción y ordenación de los mismos 
(arts. 15 yss. LHL), para por fin entrar 
a configurar el concepto y elementos 
esenciales de cada uno de los tribu­
tos propios de las Corporaciones Lo­
cales en general; las tasas desde el 
arto 20 LHL, las contribuciones espe­
ciales a partir del arto 28 LHL, para ter­
minar con una referencia genérica a 

los impuestos y recargos en el arto 38 
LHL, dado que aquéllos se regulan in 
extenso al tratar en concreto de los 
recursos disponibles por los Ayunta­
mientos (arts. 60 y ss. LHL), dado el 
carácter municipal de todos ellos, y 
configurando a los segundos a través 
de su previsibilidad bien por la misma 
Ley22 o bien por las leyes de las Co­
munidades Autónomas, que podrán 
establecer recargos sobre sus im­
puestos propios o los de otros Entes 
Locales. 

C. 	 Los percibidos en concepto de precios 
públicos: Se pagan por la prestación 
de servicios o realización de activida­
des de competencia local, siempre 
que sean de solicitud o recepción vo­
luntaria por los administrados al no ve­
nir impuesta por la normativa, ni ser 
imprescindibles para la vida privada o 
social del solicitante los servicios o ac­
tividades requeridos; y que además se 
presten o realicen también por el sec­
tor privado (arts. 41 y ss. LHL). 

d. 	 El producto de las operaciones de 
crédito: Se producen como conse­
cuencia de aquellas operaciones que 
puedan concertar las Entidades loca­
les, sus organismos autónomos y so­
ciedades mercantiles de capital ínte­
gramente local, en todas las modali­
dades y con toda clase de entidades 
de crédito, según los arts. 49 y si­
guientes LHL. 

- arts. 131 y ss. sobre Entidades supramunicipales: Áreas Metropolitanas, Mancomunida­

des y demás Entidades Municipales Asociativas, y Comarcas y otras Entidades supramuni­

cipales, 

- arto 137 Entidades Inframunicipales: Anejos, Pedaníes ... 


22 Regulados en los arts. 124 y 134-1 2 ,a) LHL. 
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e. 	 El producto de las multas y sanciones 
en el ámbito de sus competencias y 
demás de Derecho público: Podría­
mos agrupar aquí también los demás 
ingresos de Derecho público en ge­
neral; aunque no se establezcan 
aquéllas con la finalidad recaudatoria 
como en los demás casos, sino como 
consecuencia de su potestad sancio­
nadora para restablecer el orden jurí­
dico quebrantado mediante una con­
ducta ilicita; no obstante producirán 
un determinado ingreso, siempre que 
consistan en sanciones pecuniarias, 
ya se trate de multas fijas o proporcio­
nales según los casos. 

Como decimos, de cada uno de los 
dos grupos de recursos, la Constitución 

destaca los que al parece considera más 
importantes a efectos de la financiación lo­
cal; entre estos primeros, mas numerosos 
y variados, menciona a los tributos propios, 
donde el carácter derivado de su poder a la 
hora de establecerlos y regular sus ele­
mentos fundamentales, como veremos, 
supone una gran limitación para las Corpo­
raciones Locales las cuales disponen de un 
margen muy estrecho y sin duda totalmen­
te insuficiente, como para poder determinar 
o influir de una forma decisiva en el volu­
men de recaudación que puedan propor­
cionarles dichos tributos propios. 

4.1.2. Principales recursos ajenos: 
participaciones 

Por su parte, de aquel listado de in­
gresos locales en el señalado precepto 
2-1 º LHL, podemos agrupar en este se­
gundo apartado tan sólo dos recursos 
económicos, ajenos de las Haciendas lo­
cales, en cuanto que suponen la partici­

pación de éstas en los ingresos de otros 

entes públicos, al depender de una deci­
sión de otro sujeto de Derecho su obten­
ción en la Hacienda respectiva, al ser ce­
didos por éstos a las Entidades Locales: 
a. 	 Las participaciones en tributos esta­

tales o autonómicos: Según el arto 39 
LHL, las Entidades locales participa­
rán en los tributos del Estado en la 
cuantía y según los criterios que la 
propia Ley establece, así como en los 
tributos propios de las Comunidades 
Autónomas en la forma y cuantía que 
se determinen por las leyes de sus 
respectivos Parlamentos. 

b. 	 Las subvenciones: Son cualquier clase 
de ayudas de toda índole que, en base 
al arto 40 LHL, obtengan las Corpora­
ciones Locales con destino a sus obras 
y servicios; no pudiendO ser aplicadas 
a distintas atenciones de aquéllas para 
las que fueron otorgadas, con la salve­
dad de los sobrantes no reintegrables 
cuya utilización no estuviera prevista 
en la concesión de la subvención. 

Por su parte, entre estos otros dos 
recursos ajenos, prioriza la participación 
en los ingresos del Estado y Comunidad 
Autónoma (debe entenderse a la que per­
tenezcan); pero curiosamente, sólo los 
primeros son una realidad, debido a que 
hasta el momento, ningún presupuesto 
autonómico de ejercicio alguno ha recogi­

do en su contenido, como un gasto de di­
cha Comunidad y consiguiente ingreso 
transferido a sus Entidades locales, dicha 
participación en sus ingresos; exigencia 
constitucional como venimos reiterada­
mente comentando, no lo olvidemos, a 
pesar de su inexistencia real. 

Con lo cual, no creemos deba ¡nsis­
tirse mucho más para que quede clara­
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mente puesto de manifiesto el precario 
resultado de la aplicación de su sistema 
de financiación, de naturaleza mixta, en 
cuanto a la aportación de los fondos que 
les produce para hacer frente a las funcio­
nes que la ley atribuye a las Corporacio­
nes locales; mediante una cuantfa de re­
cursos suficiente, recordemos, para dar 
cobertura a los gastos que la consecu­
ción de dichas finalidades les producen; y 
debiendo ser no sólo posibilitados sino in­
cluso protegidos por esos otros entes te­
rritoriales de los que éstas forman parte, a 
la hora de regular a nivel legal la concre­
ción de esa financiación local23

, como 
plasmación externa de respeto a esa sufi­
ciencia financiera, lo que tampoco con­
viene pasar por alto. 

4.2. La ausencia de capacidad 
legislativa 

Precisamente como decimos, ese 
poder tributario que le reconoce la Carta 
Magna a las Corporaciones locales, tiene 
claramente naturaleza derivada frente al 
de los otros entes públicos a quiénes tam­
bién se lo otorga, al carecer aquéllas tal y 
como las confígura nuestro ordenamiento 

constitucional, de poder legislativo para 
dictar normas con rango legal; luego sus 
límites tanto constitucionales como deri­
vados de las leyes, sean estatales o en su 
caso autonómicas, a la hora de estable­
cer y regular sus propios tributos, serán 
mucho más importantes y restrictivos que 
los de esos otros entes de mayor ámbito 
territorial. 

Como sabemos, según el arto 
133-2Q Const. las Corporaciones Locales 
pueden establecer y exigir tributos de 
acuerdo a la misma Constitución y las le­
yes, al igual que las Comunidades Autó­
nomas también incluidas en la referencia 
constitucional contenida en este precep­
to, y frente al Estado tan sólo sometido al 
respeto de los principios constituciones 
en el ejercicio de su poder tributario, 
como recoge el primer párrafo del mismo; 
y por otra parte, el arto 31-3!! también de la 
norma suprema, exige una ley para esta­
blecer cualquier clase de prestación de 
carácter público, sea personal o bien pa­
trimonial, siendo la principal prestación 
patrimonial pública lógicamente el tributo. 
Luego surge una aparente contradicción 
entre ambos preceptos constitucionales, 
puesto que si las Corporaciones Locales 

23 	 Entre esos límites legales estatales, que coinciden bastante lógicamente con los estableci­
dos por otra parte para las Comunidades Autónomas mediante la Ley Orgánica de Financia­
ción de éstas, destacan por su importancia los contenidos en el arto 6 LHL al afectar a los tri­
butos propios que ella misma fija: 
de una parte el criterio de territorialidad: al no poder gravar bienes situados, actividades de­
sarrolladas, rendimientos originados, o gastos realizados fuera de su territorio, ni tampoco 
negocios, actos o hechos celebrados o realizados, o el ejercicio o transmisión de bienes, de­
rechos u obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en el mismo; 
junto al también principio de neutralidad, al no poder obstaculizar la libre circulación de per­
sonas, mercancías, servicios y capitales, ni poder afectar a la fijación de residencia de per­
sonas o ubicación de empresas y capitales dentro del territorio nacional, sin que ello obste 
eso sí para que pueden instrumentar la ordenación urbanística de su territorio 
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no pueden dictar leyes, en principio no 
podrían establecer tributos como se les 
reconoce al exigirse normas de tal rango 
para ello. 

De ahí que la referencia del primer 
precepto constitucional en su apartado 
segundo al establecimiento de tributos, 
sea distinta en significado, contenido y al­
cance según aluda a uno u otro ente pú­
blico: las Comunidades Autónomas pue­
den hacerlo en su sentido pleno, de crear 
tributos ex novo mediante una ley que los 
fije y regule los elementos esenciales de 
su régimen jurídico; frente a las Entida­
des Locales que no pueden dotarse de 
nuevos tributos directamente ni modificar 
su regulación básica, porque no se cum­
pliría con las exigencias de la legalidad, 
necesitando una ley previa que así lo 
haga. Con ello, la posición de las Comuni­
dades Autónomas en cuanto a su poder 
en relación con los tributos, está mucho 
mas próxima a la estatal que a la local, 
que se distancia en mayor medida; por lo 
cuál, cada vez mas se califican de origi­
narios ambos poderes tributaríos frente al 
de las Corporaciones locales claramente 
derivado, aunque de primer y segundo 
grado respectivamente para diferenciar 
el del Estado y el autonómico. 

Luego el establecimiento de tribu­
tos por dichas Corporaciones consistirá: 
a. 	 En primer lugar en su puesta en vigor, 

dotándolos de fuerza y aplicabilidad 

directa cuando previamente otro ente 
con poder legislativo los haya creado, 
declarándolos exigibles a través del 
Acuerdo de Imposición; lógicamente 
cuando no sea obligatoria sino potes­
tativa su aplicación por el ente local, 
tal y como vengan configurados en la 
le/4

, valorando la oportunidad y ne­
cesidad en cada caso concreto de la 
contribución a las arcas locales con 
su pago. 

b. 	 Igualmente, desarrollando y comple­
mentando reglamentariamente los 
elementos básicos y esenciales de su 
regulación legal, respetándola siem­
pre, así como regulando directamen­
te aquellos otros aspectos nQ funda­
mentales de su régimen jurídico, que 
como tales no precisan de una ley 
para se r fijados; a través del Acuerdo 
de Ordenación en este caso así como 
en el siguiente, que junto al anterior 
en su caso integran el contenido de la 
Ordenanza Fiscal correspondiente, si 
van en relación con un tributo concre­
to, o que pueden integrarse en la Or­
denanza Fiscal General si afectan a 
todos ellos en su conjunto. 

c. 	 y por último, determinando, preci­
sando o escogiendo ciertos elemen­
tos de su estructura, respetando los 
principios que rigen en su ámbito le­
gal y dentro de los límites fijados 
para ello por la ley, cuando ésta lo 
permite; tal es el caso, por ejemplo, 

24 En el caso de la Ley estatal (LHL), son actualmente potestativos en su exigencia por la Cor­
poración respectiva. dos impuestos municipales (el Impuesto sobre Construcciones. Insta­
laciones y Obras -ICIO-. y el de Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
-IIVTNU-), junto con cualquier tasa o contribución especial que quiera aplicar por su actua­
ción local. 
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de la concreción del tipo de gravamen 
cuando puede ser modulado por la 
Corporación, el establecimiento con­
creto de la Tarifa aplicable si no la 
contiene la ley, la elección sobre la 
aplicación o no de aquellos beneficios 
fiscales que oferta una norma legal, o 
la decisión sobre la exigencia de su 
pago mediante el régimen de autoli­
quidación cuando ésta lo permite, por 
citar algunos. 

Conclusiones y Propuestas 

Tras el necesariamente rápido repa­

so que hemos hecho a la financiación de 
los servicios públicos locales en el ordena­
miento tributario español, sólo nos resta 
lanzar algunas ideas al debate, dado que 
puede haber muchas mas reflexiones a 
efectuar que seguramente surgirán, al me­

nos para hacer alguna aportación por 

nuestra parte a la posibilidad de mejorar el 
sistema descrito; centrándonos al respecto 
en las que puedan depender fundamental­
mente en su desarrollo, de los propiOS mu­
nicipios esencialmente, sin intervención de 
la voluntad de otros entes públicos como el 
poder central, puesto que eso dificultaría 

mas aún su consecución; aunque adverti­
mos, no obstante, que solamente son eso, 
una aportación mas al debate subsiguien­
te, sin ninguna otra pretensión mayor por 

nuestra parte, dadas las características y fi­
nalidades del presente trabajo, abrir la dis­
cusión sobre el tema. 

De una parte, sería conveniente 
que los Entes locales aprovecharan al 
máximo las potencialidades, aunque 
sean escasas, que les permite la ley en la 
regulación de sus propios tributos, tanto 
en primer lugar, manifestándose en la uti­

lización o puesta en vigor de sus impues­

tos potestativos. ya que en los obligato­
rios no cabe planteárselo lógicamente; 
como en la elección o determinación, 
dentro de aquellos márgenes que le per­
mita la norma legal en cuanto a su regula­
ción, básicamente podría ser en la fija­
ción del tipo de gravamen que modula el 

ingreso, así como en el posible estableci­

miento de beneficios fiscales como motor 
de desarrollo; junto en tercer lugar, a su 
desarrollo reglamentario directo en aque­

llas otras cuestiones no esenciales que lo 
permitan, en el siempre debido respeto a 
la legalidad, por supuesto. 

Igualmente, y retomando esta idea, 

exigir todos los tributos potestativos que 
resulten necesarios para financiar los 
servicios a prestar a la comunidad, ya no 
solamente impositivos. También estable­
ciendo y regulando como decimos, todas 

las tasas fiscales que sean precisas, evi­
tando con ello "malacostumbrar" al ciuda­
dano; dado que el coste de la prestación 
de dichos servicios, además con calidad 
e incluso una cierta potencialidad de cre­
cimiento y mejora en el futuro, es eviden­
te que tiene relevancia cada vez crecien­

te en el presupuesto de cualquier Entidad 

local (suministro de agua potable o reco­
gida de residuos sólidos, sólo por citar al­
gunos de los ejemplos mas claros y co­
munes); y por supuesto, siguiendo en lo 
anterior un proceso equilibrado y paulati­
no, que evite el rechazo social que produ­
ciría en otro caso, tan difícil de disolver 

una vez creado como sabemos (por 
ejemplo, estableciendo estas nuevas fi­
guras con un gravamen reducido, e incre­
mentándolo lenta pero continuadamente 

hasta alcanzar su necesario nivel recau­
datorio, adaptado a la vez, a la realidad 
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desu coste). Y de atraparte, en la medida 
que pueda ser conveniente, recurriendo a 
la contribución especial, la gran olvidada, 
con ciertos motivos eso sí, de nuestro ac­
tual situación local; puesto que en deter­
minados supuestos puede ser de gran 
utilidad y eficacia en paliar el déficit eco­
nómico que suponen las grandes obras 
de infraestructura sobre todo para los 
Ayuntamientos pequeños. 

y por último, intentar frenar esa 
tendencia tan peligrosa en los últimos 
años, desde nuestro punto de vista, de ir 
asumiendo cada vez mas competencias 
por las Entidades locales, casi podríamos 
decir sin limitación alguna; en muchas 
ocasiones no atribuidas expresamente 
por la ley a su ámbito de actuación reco­
nocido; y que a pesar de reconocer la difi­
cultad que supone siempre, resistirse a 
su exigencia, por la proximidad del ciuda­
dano ante su Administración mas cerca­
na; no puede olvidarse que esa suficien­
cia de recursos en el sistema de financia­
ción local, la consagra la Constitución 
para cubrir y atender las funciones que la 
ley atribuye a las Corporaciones respecti­
vas, pero no a otras. Yen todo caso, está 
claro que esas competencias estarán 
atribuidas por ley a algún ente público, al 
que le corresponde su desarrollo; el cuál, 
si está haciendo una cierta dejadez de 
funciones, habrá de exigírsele al menos 
alguna compensación económica o de 
cualquier otro tipo, a cambio de dar en su 
lugar esa cobertura y satisfacción a servi­
cios de los que él debería responder, en 
todo caso, según la normativa. Sin más 
dilaciones, el debate que es lo más impor­
tante en este caso, queda abierto. 
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